SENTENCIA TUTELA 2ª INSTANCIA  N° 130
RADICACIÓN: 660013187004201900075-01
ACCIONANTE: JUAN SEBASTIÁN BAENA T.
CONFIRMA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO A LA EDUCACIÓN / TRÁMITE PARA PRESENTACIÓN DE PRUEBAS SABER PRO / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / FRENTE A ACTOS ADMINISTRATIVOS EXPEDIDOS POR EL ICFES / INEXISTENCIA DE VÍAS DE HECHO ADMINISTRATIVO.
Frente a las pretensión que hace el accionante, en el sentido que se dejen sin efectos los actos administrativos relacionados con la prueba “SABER PRO”, debe reiterarse que en principio la tutela no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que no puede utilizarse como forma de evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley. (…)
En este asunto, el actor se limitó a indicar que le causaría un perjuicio irremediable el no poder presentar las pruebas “SABER PRO”, como quiera que dentro de sus expectativas de vida está trasladarse a otro país con el fin de ejercer la profesión, motivo por el cual requiere graduarse en el mes de diciembre; pero sucede que esa situación por sí sola no puede aceptarse como una circunstancia especialísima que permita un pronunciamiento de fondo por vía de tutela…
Pero si en gracia de discusión se superara dicho test de procedibilidad, es equivocada la apreciación que hace el señor Juan Baena en cuanto a la existencia de unas vías de hecho administrativo por parte de la UTP y el ICFES; ya que, por el contrario, se observa que las dos entidades han actuado de conformidad con las reglas que se han fijado para dicho proceso, además de ser sumamente claras en señalar cómo se lleva a cabo el trámite de preinscripción e inscripción. (…)
Es totalmente cierto, como lo informa el actor, que las Universidades tienen bajo su responsabilidad efectuar el mencionado pago, el cual se repetirá al momento de ejecutar el cobro de los derechos de grado, pero ese proceso lo realiza la Universidad siempre y cuando la institución educativa haya hecho el pre registro. Y ocurre, según quedó demostrado, que en este asunto fue directamente el interesado quien lo hizo, es decir, asumió la obligación de continuar con todo el proceso, mismo que no culminó ante la omisión de llevar a cabo el pago del costo del examen.
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RAMA JUDICIAL
TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veintisiete (27) de noviembre de dos mil diecinueve (2019)
                                                                   Acta de Aprobación No 1078
                                                 Hora: 8:30 a.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala por medio de este proveído a desatar la impugnación interpuesta por el señor JUAN SEBASTIÁN BAENA TABARES, contra la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela instaurada en contra de la UNIVERSIDAD TECNOLÓGICA DE PEREIRA y el ICFES.
2.- SOLICITUD 
Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela el accionante se puede concretar así: (i) es estudiante del programa de ingeniería en sistemas y computación, jornada especial, de la Universidad Tecnológica de Pereira, y cumple con los requisitos para presentar el examen de Estado toda vez que ha aprobado el 90% del pénsum; (ii) en octubre 20 del presente año debe presentar las pruebas “SABER PRO” como requisito para graduarse; (iii) desde el mes de abril realizó todos los trámites reglamentarios y condiciones exigidas e impuestas por la Universidad y el ICFES para su inscripción, citación y presentación de las pruebas; (iv) como quiera que no le llegaba la citación, averiguó con la Universidad cómo iba el proceso de inscripción, y la señora PAULA GUTIÉRREZ le manifestó que: “por un error administrativo de la Universidad y de ella, tal proceso no fue exitoso”, que no había nada que hacer y que inexorablemente no se podía graduar en diciembre tal cual lo tenía programado; (v) sus planes para comienzo del año es viajar al exterior y comenzar una vida laboral en otro país, pero el error de la Universidad le causa un perjuicio irremediable, por cuanto no se podrá graduar en diciembre; y (vi) realizó en tiempo oportuno las acciones positivas tendientes a poder presentar el examen de Estado.
Solicita se dejen sin efectos los actos administrativos internos de la Universidad y se active nuevamente su proceso de inscripción, para de ese modo poder presentar en la fecha dispuesta por el ICFES el examen “SABER PRO”, y cumplir los requisitos exigidos por la Universidad para graduarse.

3.- TRÁMITE Y FALLO 
3.1.- Una vez admitida la tutela la juez corrió traslado a la UNIVERSIDAD TECNOLÓGICA DE PEREIRA e ICFES, y vinculó al MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL y SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL, las cuales se pronunciaron así:
- El rector de la UNIVERSIDAD TECNOLÓGICA DE PEREIRA manifestó: (i) el señor JUAN BAENA se encuentra cursando el semestre 12 del programa de ingeniería de sistemas y computación, y para terminar el plan de estudios tiene pendiente cuatro asignaturas; (ii) si bien el accionante tiene aprobado el porcentaje para presentar las pruebas de Estado, no cumple con el requisito para presentar la misma, toda vez que no agotó el procedimiento establecido, y no se puede aseverar que existió una falencia por parte de la UTP; (iii) el estudiante no tuvo en cuenta lo que textualmente le informó el ICFES al momento de la inscripción: “Estimado estudiante, recuerde que Usted es el directo responsable de su proceso de pre-registro y del registro en la página del ICFES”; (iv) en este asunto existió una omisión por parte del estudiante, toda vez que dejó pasar el tiempo para hacer el pago de los derechos ante el ICFES, y no puede trasladarse esa obligación a la Universidad; (v) no se ha causado ningún perjuicio irremediable, y por el contrario, otros estudiantes que se encuentran en idénticas expectativas de grado cumplieron a cabalidad los requisitos, y no existen reclamaciones; y (vi) se opone a las pretensiones de la acción, por cuanto no se le puede pedir a la justicia la protección de derechos por un acto de imprevisión del accionante. 
- La Jefe Oficina Asesora Jurídica del ICFES solicita ser desvinculada de la acción de tutela y expresa: (i) la ley 1324/09 dispuso la transformación del ICFES en una empresa estatal de carácter social del sector Educación Nacional, vinculada al Ministerio de Educación Nacional; (ii) el ICFES tiene por objeto ofrecer el servicio de evaluación de la educación en todos sus niveles y adelantar investigación sobre los factores que inciden en la calidad educativa; (iii) el examen de Estado de Calidad de la Educación Superior Saber Pro, es un examen de Estado que se encuentra dirigido a estudiantes próximos a graduarse de programas de educación superior, y su presentación es de carácter obligatorio; (iv) el Decreto 4216 de 2009 estableció la responsabilidad que tienen las Universidades para reportar la totalidad de los estudiantes que tengan previsto graduar en el año siguiente a la última prueba aplicada, y es obligación de los estudiantes realizar el proceso de inscripción directamente o a través de la respectiva institución educativa y presentarse a la prueba, de acuerdo con los procedimientos que establezca el ICFES; (v) una vez los estudiantes son preinscritos por la institución de educación superior tiene la obligación de completar el proceso de registro, en todo caso el proceso de preinscripción cuando se tiene la calidad de estudiante siempre debe ser realizado por la institución educativa; (vi) debido al carácter masivo que inviste a los exámenes de Estado que se encuentran a cargo del ICFES, se establece la perentoriedad de los términos en cada una de las etapas del proceso de inscripción, razón por la cual no es posible prorrogar los plazos establecidos en el cronograma institucional; (vii) las inscripciones a los exámenes Saber Pro y Saber TyT que se aplicaran el 20 de octubre de 2019 se encuentran cerradas; (viii) en la base de datos de la plataforma PRISMA no hay ningún proceso de registro iniciado por la Universidad Tecnológica de Pereira respecto del accionante, y se encontró que existe un proceso de preinscripción realizado por el propio accionante en forma individual, por tanto, el señor JUAN BAENA se encuentra “preinscrito” pero no finalizó el proceso, y contaba con un plazo máximo el pasado agosto 16 de 2019; (ix) el accionante utilizó de manera indebida la plataforma de inscripción para la prueba Saber Pro 2019-3, al iniciar un proceso de inscripción en calidad de individual -graduado- y no como estudiante de la Universidad, a pesar de que con antelación, se hizo público el instructivo para el diligenciamiento de los formularios de inscripción a los exámenes de Estado; (x) pese a que el estudiante manifiesta haber realizado el proceso de inscripción, lo cierto es que no acató lo que se le indicó sobre el proceso; y (xi) a través la acción de tutela no se puede pueden revivir las etapas de preinscripción, inscripción, citación y aplicación de las pruebas, por cuanto se desconocería el derechos a la igualdad de todos los demás estudiantes que se registraron.

-El MINISTERIO DE EDUCACIÓN por intermedio de su Jefe Oficina Asesora Jurídica, solicita ser desvinculada y señala que el Ministerio no tiene competencia para pronunciarse sobre los hechos y pretensiones del accionante, pues con fundamento en el Decreto 3963/09, el ICFES dirigirá y coordinará el diseño, la aplicación, la obtención y análisis de los resultados del examen de Estado de calidad de educación superior, para lo cual podrá apoyarse en las comunidades académicas, profesionales y el sector productivo del orden nacional o internacional. El Ministerio no tiene competencia legal ni material en el manejo y aplicación de las pruebas “Saber Pro”, ni por consiguiente en la inscripción, evaluación y publicación de los mismos.    
-El Director Administrativo y del Talento Humano de la Secretaría de Educación Departamental señaló que no es procedente la acción de tutela, y si bien esta carece de formalidades para su presentación, es importante que se establezca cuál es el derecho fundamental vulnerado y/o amenazado, pero en el caso en estudio no se observa cual es y dónde se presentó la acción u omisión realizada por parte de esta entidad, cuando de la simple lógica o lectura de la ley 30 de 1992, se desprende que la responsabilidad de inscribir a los graduandos es la Universidad; por ende, en el caso en estudio solicita desvinculación.
3.2.- El accionante posteriormente remitió un escrito mediante el cual señala que el pago del PIN o derechos de inscripción cobrados por el ICFES es obligación de la institución.
3.3.- El juzgado de primera instancia requirió al claustro educativo para que contestara los siguientes interrogantes: (i) si el pago debe ser realizado por el estudiante o por la Universidad; (ii) de ser el estudiante, indicar en qué momento debe realizar el pago; y (iii) si existe algún instructivo o indicativo de pago de los estudiantes de la prueba “Saber Pro”.
- La Universidad contestó: (i) le corresponde a la UTP el pago de las pruebas de aquellos estudiantes que fueron inscritos por la misma Universidad en la plataforma del ICFES, y las personas que se inscribieron de manera particular deben pagar en las fechas estipuladas por el ICFES, que es el caso del señor JUAN BAENA; (ii) la fecha límite del pago era agosto 01 de 2019; (iii) en la Resolución de Rectoría 5465 de julio 2019 se estipula el valor de la prueba “Saber Pro” que se incluyen en los derechos de grado.

3.4.- Agotado el trámite a seguir, en fallo de octubre 09 de 2019 y dentro del término constitucional, la a quo denegó el amparo solicitado por el señor BAENA TABARES, y argumentó que la acción de tutela no puede subsanar errores cometidos por el accionante, que ya bien sea por negligencia u otro factor propio de su fuero interno, se puso en la situación que hoy se presenta. El accionante se limitó a señalar que la entidad había incurrido en un error administrativo y que por ese error no había culminado su registro, e hizo entender que el yerro presentado se relacionaba con la responsable de efectuar el pago de la inscripción, pero no advirtió en el líbelo introductorio que todo inició con la incorrecta preinscripción realizada por él mismo.

4.- IMPUGNACIÓN

El accionante se muestra inconforme con la decisión adoptada, y señala: (i) el propio ICFES le envió el formato vía email en el que le informó: “LA PREINSCRIPCIÓN FUE EXITOSA”; (ii) es obligación de la Universidad realizar el pago del PIN o derechos de inscripción cobrados por el ICFES  y lo descarga a los derechos de grado; (iii) la jueza de primera instancia supone que no desplegó ninguna actividad para corregir los errores administrativos en que incurrieron la Universidad y el ICFES; (iv) las omisiones administrativas acarrean eventualmente todo tipo de responsabilidad para las entidades; (v) la funcionaria debió recibir la versión de la encargada de la Universidad con el fin de determinar si la Universidad y el ICFES desplegaron alguna actividad para llevar a cabo su inscripción; (vi) la carga de la prueba la tienen las entidades accionadas; (vii) durante el silencio de las entidades asumió que todo estaba correcto y perfecto, máxime cuando fue el mismo ICFES quien le señaló que el proceso de preinscripción había sido exitoso; y (viii) todo lo anterior constituye una vía de hecho que se debe corregir, como quiera que le causa un perjuicio irremediable.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo dictado por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), de acuerdo con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 2591/91 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en la sentencia impugnada, en cuanto negó el amparo de los derechos fundamentales reclamados por el señor JUAN BAENA. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola.

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todos los ciudadanos sin discriminación alguna. 

En este caso el joven JUAN BAENA concurre ante el juez constitucional con el fin de que se dejen sin efectos los actos administrativos relacionados con el proceso de inscripción a la prueba “SABER PRO” con el fin de que se le permita presentar el examen en la fecha indicada por el ICFES, por cuanto la Universidad no agotó todo el proceso de inscripción, entre ellos el pago de la prueba.
El juzgado de primer nivel denegó el amparo solicitado por considerar que fue el mismo accionante quien en su actuar generó la situación en la que hoy se encuentra, por tanto, no se puede dar orden alguna ni a la UTP, ni al ICFES. 
Frente a las pretensión que hace el accionante, en el sentido que se dejen sin efectos los actos administrativos relacionados con la prueba “SABER PRO”, debe reiterarse que en principio la tutela no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que no puede utilizarse como forma de evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley. 
Sobre el particular, en la sentencia T-313/05 la H. Corte Constitucional estableció: 

“[…] La acción de tutela es un mecanismo de protección de derechos fundamentales cuyas características y condiciones son definidas por la misma Carta Política. Dentro de estos requisitos se encuentran la subsidiariedad y la inmediatez. 

El primero está relacionado con la necesidad que en cada caso concreto se acredite que el afectado no cuenta con otro mecanismo de protección de sus derechos o que, en razón a la inminencia de un perjuicio irremediable, dicho instrumento pierde su idoneidad para garantizar la eficacia de los postulados constitucionales, caso en el cual la Carta prevé la procedencia excepcional y transitoria.
 

El fundamento constitucional de la subsidiariedad, bajo esta perspectiva, consiste en impedir que la acción de tutela, que tiene un campo restrictivo de aplicación, se convierta en un mecanismo principal de protección de los derechos fundamentales.  En efecto, la Constitución y la ley estipulan un dispositivo complejo de competencias y procesos judiciales que tienen como objetivo común garantizar el ejercicio pleno de los derechos constitucionales, en consonancia con el cumplimiento de los demás fines del Estado previstos en el artículo 2 Superior.  Por tanto, una comprensión ampliada de la acción de tutela, que desconozca el requisito de subsidiariedad, vacía el contenido de las mencionadas competencias y, en consecuencia, es contraria a las disposiciones de la Carta Política que regulan los instrumentos de protección de los derechos dispuestos al interior de cada una de las jurisdicciones.”

En este asunto, el actor se limitó a indicar que le causaría un perjuicio irremediable el no poder presentar las pruebas “SABER PRO”, como quiera que dentro de sus expectativas de vida está trasladarse a otro país con el fin de ejercer la profesión, motivo por el cual requiere graduarse en el mes de diciembre; pero sucede que esa situación por sí sola no puede aceptarse como una circunstancia especialísima que permita un pronunciamiento de fondo por vía de tutela, máxime cuando el proceso de graduación está sujeto al cumplimiento de unos requisitos que el juez constitucional no puede soslayar. 
Pero si en gracia de discusión se superara dicho test de procedibilidad, es equivocada la apreciación que hace el señor JUAN BAENA en cuanto a la existencia de unas vías de hecho administrativo por parte de la UTP y el ICFES; ya que, por el contrario, se observa que las dos entidades han actuado de conformidad con las reglas que se han fijado para dicho proceso, además de ser sumamente claras en señalar cómo se lleva a cabo el trámite de preinscripción e inscripción. 
En el Decreto 4216/19 expedido por la Presidencia de la República, por medio del cual se modifica el Decreto 3963/09 que reglamenta el examen de Estado de Calidad de la Educación Superior, en su artículo 1°, textualmente raza:
Artículo  1°. El artículo 4° del Decreto 3963 de 2009, quedará así:
Artículo 4°. Responsabilidades de las instituciones de educación superior y los estudiantes. Es responsabilidad de las instituciones de educación superior realizar a través del SNIES o de cualquier otro mecanismo que para tal efecto se establezca, el reporte de la totalidad de los estudiantes que tengan previsto graduar en el año siguiente a la última prueba aplicada.

Podrán ser reportados los estudiantes que hayan aprobado por lo menos el 75% de los créditos académicos del programa correspondiente.

Cada uno de los estudiantes reportados deberá realizar el proceso de inscripción directamente o a través de la respectiva institución educativa y presentarse a la prueba, de acuerdo con los procedimientos que establezca el ICFES.

Los graduados de programas académicos de pregrado podrán inscribirse de manera independiente para presentar el Examen de Estado de Calidad de la Educación Superior de conformidad con los términos y procedimientos que el ICFES establezca para dicho efecto.

Sus resultados, al igual que los de los estudiantes que hayan presentado anteriormente la prueba, no afectarán los resultados agregados de las instituciones educativas. 

De acuerdo con lo anterior, y de la información rendida por las entidades accionadas, se vislumbra que ciertamente el actor efectuó el trámite de manera particular y directa, por tanto, era su obligación terminar todo el proceso, e incluso realizar el pago del costo del examen de Estado. 
Es totalmente cierto, como lo informa el actor, que las Universidades tienen bajo su responsabilidad efectuar el mencionado pago, el cual se repetirá al momento de ejecutar el cobro de los derechos de grado, pero ese proceso lo realiza la Universidad siempre y cuando la institución educativa haya hecho el pre registro. Y ocurre, según quedó demostrado, que en este asunto fue directamente el interesado quien lo hizo, es decir, asumió la obligación de continuar con todo el proceso, mismo que no culminó ante la omisión de llevar a cabo el pago del costo del examen. Así las cosas, no puede escudarse el accionante en el desconocimiento del trámite, porque la UTP fue enfática en afirmar que los instructivos de inscripción son ampliamente difundidos. 
Por último, los informes de las entidades demandadas fueron claros en señalar cómo es el procedimiento de registro para las pruebas de Estado “SABER PRO”, y dicha información fue suficiente para que la a quo decidiera; en consecuencia, se hacía innecesario recibir la declaración juramentada que reclama el accionante.

En esos términos, la Corporación acompañará la sentencia proferida por la funcionaria de primer nivel.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira  (Rda.). 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
� En relación con la subsidiariedad de la acción de tutela pueden consultarse, entre otras, las sentencias T-297 de 1997, M.P. Antonio Barrera Carbonell, T-449 de 1998, M.P. Alfredo Beltrán Sierra y T-300 de 2004, M.P. Eduardo Montealegre Lynett. 
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